En la ciudad de La Plata, Provincia de Buenos Aires sede de la Sala III del Tribunal de Casación, a los 27 días del mes de Marzo de 2007, se reúnen en Acuerdo los señores jueces de la Sala III del Tribunal de Casación Penal, doctores Víctor Horacio Violini y Ricardo Borinsky (doctrina de la interpretación sistemática de los artículos 36, 47 y 48 de la ley 5827), con la presidencia del primero de los nombrados, a fin de resolver la causa nº 6413 (Registro de Presidencia nº 23.446) caratulada “G., J. C. S/ RECURSO DE CASACIÓN interpuesto por el Fiscal General” conforme al siguiente orden de votación: VIOLINI-BORINSKY.

ANTECEDENTES

1) En lo que interesa destacar, el Tribunal en lo Correccional nº 2 del Departamento Judicial de Junín, resolvió revocar la suspensión del juicio a prueba conferida al imputado G. por incumplimiento de las pautas de conductas impuestas (art. 76 ter y Quatre del Código Penal). Contra dicha resolución interpuso recurso de apelación, la Defensa Oficial, pronunciándose la Cámara de Apelación y Garantías al respecto, revocando la decisión del “a-quo” y decretando la extinción de la acción penal instruida por el delito de encubrimiento (art. 277 C.P.).

2) Contra dicho pronunciamiento, el Ministerio Público interpuso recurso de casación (fs. 26/31), por el cauce previsto en el artículos 450 segundo párrafo del Código Procesal Penal, sosteniendo que la Cámara de Apelación y Garantías, no debió dictar dicho decisorio, en tanto ello se traduce en errónea aplicación de preceptos legales y doctrina jurisprudencial a la que hace alusión (arts. 448 inc. 1 C.P.P., 76 bis y 76 ter C.P.).

Sustenta su agravio, en la circunstancia de que el imputado de autos no cumplió con la mayoría de las pautas de conducta que se le impusieran, prueba que ve reflejada a fs. 56/57 del principal, lo cual implicaría una frustración de los fines pretendidos por la “probation” y consecuentemente, la prosecución del juicio (art. 76 ter 4to párrafo del Código Penal), debiéndose entonces revocar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba.

3) Radicadas las actuaciones en esta Sala y notificadas las partes (fs. 36), se expide la Fiscalía de Casación dejando de manifiesto que:

El recurso deducido debe ser acogido favorablemente, adhiriendo a los fundamentos sustentados por el recurrente.

Seguidamente se da vista a la Defensoría de Casación, quien manifiesta que el planteo efectuado por el recurrente es erróneo, al calificar al instituto de la suspensión del juicio a prueba como un “beneficio” otorgado al imputado, como si fuera una concesión graciosa sujeta a la voluntad de los magistrados. Argumenta que en puridad el instituto en cuestión es un “derecho” que en conformidad con los requisitos legales, debe ser otorgado a los imputados. En consecuencia, su revocación debe realizarse en consideración a la frustración del fin perseguido: la reinserción social, fin que se ha cumplido en las presentes actuaciones.

Solicita en consecuencia se confirme la resolución impugnada.

4) Encontrándose la causa en condiciones de ser resuelta, el Tribunal decide plantear y votar las siguientes cuestiones:

CUESTIONES

Primera: ¿Es admisible el recurso de casación interpuesto?

Segunda: En caso afirmativo, ¿es procedente el recurso interpuesto?

Tercera: ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

VOTACIÓN:

A la primera cuestión el señor juez Dr. Violini dijo:

En cuanto al recurso en trato, satisface los requisitos de tiempo y forma regulados, en lo pertinente, por los artículos 448, 450, 451 y stes. del C.P.P., a la vez que el impugnante se encuentra legitimado para recurrir, y en vista de que la sentencia objeto del recurso se enmarca dentro de las resoluciones que el Código de Rito establece como susceptibles de ser impugnadas por esta vía, debe entonces admitirse el presente recurso de casación (artículos 48, 450, 451, 452, 456  concordantes del Código Procesal Penal).

Es por ello, que a esta primera cuestión VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la primera cuestión, el señor Juez Dr. Borinsky dijo:

Adhiero al voto, del Doctor Violini, por sus fundamentos, y en consecuencia VOTO POR LA AFIRMATIVA.

A la segunda cuestión, el señor Juez Dr. Violini dijo:

La Excma. Cámara de Apelación y Garantías de Junín, argumentó en su sentencia que la revocación de la suspensión del juicio a prueba debe ser de carácter excepcional, siempre que se haya comprobado la voluntad irrevocable del imputado de no cumplir con las pautas que le han sido fijadas. Encuentra en autos que los informes emitidos por el Patronato de Liberados dan cuenta que el imputado cumplió, en la medida que pudo, las obligaciones que le fueron impuestas, debiéndose prestar especial consideración a la circunstancia de tener que asistir a su padre, con quien convive, a raíz de una enfermedad que padeciera, según resulta de informes agregados a la causa. Consideró también que el imputado mantuvo su domicilio, que no es consumidor de alcohol ni drogas, que no cometió nuevos delitos, que se sometió al cuidado del Patronato de Liberados y que realizó algunas de las tareas comunitarias encomendadas.

Entendió como un como un desaconsejable exceso ritual que el proceso penal siga adelante, con las consecuencias nocivas que de ello podrían derivar, en consonancia con el art. 75 inc. 22 C.N. que recepta el bloque de tratados y convenios internacionales sobre Derechos Humanos sonde se infiere que cualquier intervención estatal debe obedecer a los postulados constitucionales de razonabilidad y resocialización.

En consecuencia de lo antedicho decretó la extinción de la acción penal seguida al imputado.

Ahora bien y avocándome a la solución de la presente causa, advierto que si bien el imputado cumplió parcialmente las reglas –presentación mensual ante el Patronato de Liberados y ejecución de tareas comunitarias, según informes del organismo referido a los que alude la sentencia-, su parcial incumplimiento aparece “prima facie” justificado en la enfermedad de su padre –la cual no se encuentra controvertida-, y el cuidado que le hubo de dispensar. Tampoco que se haya frustrado el fin pro el cual se le otorgó la “probation”. Es que, coincido con los magistrados de grado en que pecaría de excesivo rigor formal si el instituto en trato decayera sólo por el incumplimiento parcial justificado de las reglas de conducta impuestas, sin acreditarse la frustración del fin de reinserción social que conlleva el instituto.

Y en este sentido expresa Morello “que la exégesis de la ley requiere la máxima prudencia, cuidando que la inteligencia que se le asigne no lleve a la pérdida de un derecho, o que el excesivo rigor de los razonamientos no desfigure el espíritu que ha inspirado su sanción, pues la misión de las normas procesales no es la de sacrificar en beneficio de las formas rituales del Trámite, a las garantías del debido proceso y la defensa en juicio, sino a la consecuencia de la justicia”.

Entiendo que a excepción de la comisión de nuevos delitos y el ofrecimiento de reparación de la víctima, las otras condiciones impuestas para otorgar la suspensión del juicio a prueba quedan reservadas a la opinión de los magistrados, en cada caso concreto, lo cual me hace concluir que en éste debe primar la realización del fin del instituto.

Por los fundamentos expuestos, a esta segunda cuestión VOTO POR LA NEGATIVA.

A la segunda cuestión, el señor Juez Dr. Borinsky dijo:

Los fundamentos desarrollados por la mayoría de la Cámara y que vienen sintetizados en el voto precedente, llevan a adherirme en lo sustancial al mismo, y en consecuencia, a esta segunda cuestión, VOTO POR LA NEGATIVA.

A la tercera cuestión, el señor Juez Dr. Violini dijo:

En atención a lo precedentemente expuesto, corresponde rechazar el recurso interpuesto, y confirmar la resolución recurrida, sin costas (arts. 448, 450, 532 CPP).

A la tercera cuestión, el señor Juez Dr. Borinsky dijo:

Adhiero al voto de mi colega preopinante, por sus fundamentos.

Con lo que terminó el acuerdo dictándose la siguiente;

SENTENCIA 

I.- DECLARAR FORMALMENTE ADMISIBLE el recurso de casación interpuesto por el Fiscal General de Junín, contra la sentencia de la Excma. Cámara de Apelación y Garantías del mismo Departamento Judicial, por la cual se declaró extinguida la acción penal seguida a J. C. G. por el delito de encubrimiento.

II.- RECHAZAR por improcedente, sin costas, el recurso traído.

Rigen los artículos 448, 450, 452, 465 y 532 del Código Procesal Penal.

Regístrese, notifíquese y oportunamente devuélvase a la instancia de origen.

FDO.: Ricardo Borinsky – Victor Hugo Violini

Ante mí: Andrea Karina Echenique

